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En relación con su atenta respuesta a mi queja en la que me dan a conocer las razones que han llevado al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio a la promulgación del RDL 14/2010, quiero hacerle llegar mi más rotundo rechazo a las mismas basado en las razones que a continuación le expongo.
Entiende el Ministerio de Industria que la justificación para la promulgación del RDL 14/2010 es que los productores fotovoltaicos estamos obteniendo una rentabilidad no razonable o excesiva, lo cual quedaría demostrado porque las horas medias de producción han sido, durante estos tres últimos años, más elevadas que lo previsto en el Plan de Energías Renovables 2005-2010.  La afirmación de que “cuanto más sol haga ó más viento sople, más cueste la electricidad” está directamente relacionada con tal criterio aunque sólo se trate de una tergiversación de los hechos ampliamente difundida.
El hecho cierto es que las horas de sol o de viento son unas características climáticas fuera del control de los productores y que, como otros parámetros del clima, se comportan de manera aleatoria situándose en unos rangos estadísticamente conocidos.  Nada ha cambiado que altere la cantidad de radiación que recibimos del sol y que permita justificar una modificación a peor del régimen retributivo de las instalaciones fotovoltaicas.  No obstante, la consecuencia que puede extraerse es que el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio desconocía los parámetros climáticos necesarios cuando elaboró las normas correspondientes y ahora se sorprende por el resultado final obtenido.

Ni siquiera ha existido o se ha demostrado que exista una rentabilidad excesiva de las instalaciones ya que la actividad de producción de energía fotovoltaica es una actividad económica a muy largo plazo, con una vida útil de las instalaciones que puede exceder de los 40 años.  El dato conocido de tres años no permite deducir la rentabilidad futura de las instalaciones.  Podría ocurrir, tal y como efectivamente ha sucedido, la concurrencia de unos años de radiación alta y ello no implica que tal circunstancia se mantenga a lo largo del tiempo.  ¿Nos compensará el Gobierno en años de baja radiación?
La inmensa mayoría de los productores fotovoltaicos han formalizado préstamos para financiar sus inversiones que aún no han sido amortizados y que les obligan a destinar la práctica totalidad de los ingresos a su amortización.  Afirmar en estas circunstancias, cuando aún no se ha recuperado la inversión y seguimos totalmente endeudados, que la rentabilidad es excesiva, no se ajusta a la realidad.
El contenido esencial del derecho que poseen los productores fotovoltaicos es percibir por sus inversiones una rentabilidad razonable que, sin embargo, sólo ha sido definida de manera concreta y objetiva en una norma: el RD 661/2007, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen especial.  Ni siquiera en la Ley del Sector Eléctrico se concreta tal concepto de rentabilidad razonable.

Por esa razón cuando un productor fotovoltaico decidió efectuar su inversión no basó su decisión en una rentabilidad razonable inconcreta y volátil, sujeta al libre albedrío del Ministerio de Industria, sino en una rentabilidad concreta, objetiva, predecible y definida en el RD 661/2007 de cuyo artículo 17 se puede extraer el siguiente párrafo “c) Percibir por la venta, total o parcial, de su energía eléctrica generada neta en cualquiera de las opciones que aparecen en el artículo 24.1, la retribución prevista en el régimen económico de este real decreto”.  Este precepto no deja margen a la discrecionalidad.
Frente a esto, el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio actúa con el concepto de rentabilidad razonable situándolo en el ámbito de las cosas abstractas, inconcretas, moldeables y volátiles, atribuyéndose una discrecionalidad de la que carece.  Con ello contraviene la Ley del Sector Eléctrico “Para la determinación de las tarifas o peajes y precios que deberán satisfacer los consumidores se establecerá reglamentariamente la retribución de las actividades con criterios objetivos, transparentes y no discriminatorios que incentiven la mejora de la eficacia de la gestión, la eficiencia económica y técnica de dichas actividades y la calidad del suministro eléctrico”. 
En cuanto a las limitaciones de horas establecidas en el RDL 14/2001, afirma el Ministerio de Industria que se trata de un sistema análogo al de otras energías renovables.  Sin embargo, salta a la vista que la regulación se lleva a cabo mediante normas de diferente rango: el Real Decreto 1614/2010 para eólica y termosolar y el Real Decreto Ley 14/2010 para la energía fotovoltaica.  El simple hecho de haber elegido un rango de Ley para la regulación fotovoltaica implica la vulneración de los principios fundamentales de la persona de igualdad ante la Ley y tutela judicial efectiva.  No existen razones objetivas que permitan justificar que el RDL 14/2010 responde al supuesto habilitante de “urgente necesidad” ya que no son distintas las circunstancias concurrentes entre las diferentes energías renovables reguladas a final del 2010.  Sin embargo, al optar por una norma con carácter de Ley se está privando a los productores fotovoltaicos de la posibilidad de un recurso directo que sin embargo si tienen eólicos y termosolares. Este es un evidente peor trato. 
Por otro lado puede afirmarse que las limitaciones a eólicos y termosolares no guardan proporcionalidad con las reguladas al sector fotovoltaico que resulta otra vez discriminado por este concepto.  Uno de los pilares fundamentales de esta discriminación y desproporcionalidad es la definición que se hace en la norma de las horas de funcionamiento equivalente que, contraviniendo el Art.13.1d. de la DIRECTIVA 2009/28/CE relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables, no tiene en cuenta las peculiares características de esta tecnología e ignora que el elemento generador es la placa fotovoltaica (Potencia pico) y no el inversor (potencia nominal) como equivocada y maliciosamente se define en la Disposición adicional primera del RDL 14/2010.  Sólo en tal definición de las horas equivalentes ya se encierra un recorte oculto y adicional del 10-15 % no contemplado en otras tecnologías.
El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio falta a la verdad cuando afirma que el límite de horas equivalentes a partir del año 2014 es aceptado por el sector.  En cualquier caso no creo que usted deba confundir hechos con afirmaciones por lo que no estaría de más que requiriera al Ministerio la prueba de tal afirmación.

Asimismo falta a la verdad cuando afirma que la nueva norma fomenta de algún modo la eficiencia ya que es evidente que una modificación del régimen económico no altera la eficiencia de instalaciones en servicio, construidas hace ya unos pocos años.  Sólo con medidas adoptadas con anterioridad a la construcción se puede fomentar la eficiencia de las instalaciones.

Por último quisiera hacerle ver las contradicciones de los argumentos del Ministerio que, con el objeto de obtener un ahorro para los consumidores, adopta unas medidas insensatas que únicamente conducen a un aumento de los costes, no sólo en el sector eléctrico sino, además, sobre el conjunto de la economía y sociedad española.  Es un hecho conocido que transmitir confianza redunda en una reducción de los riesgos percibidos por inversores y mercados financieros, traduciéndose en primas de riesgo más bajas y menores costes financieros.  Las recientes alteraciones del régimen económico del sector fotovoltaico atentan directamente contra la seguridad y confianza de los inversores extendiendo tal efecto pernicioso sobre la totalidad de la economía del país.
Puede afirmarse en consecuencia que el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio no ha sabido calibrar en su justa medida el efecto pernicioso de esta regulación sobre la seguridad y confianza transmitida por el conjunto del país y que su memoria económica, en caso de que exista, adolece de un defecto fundamental al no haber tenido en cuenta tal circunstancia.  En línea con lo anterior, puede extraerse el siguiente párrafo la DIRECTIVA 2009/28/CE “El principal propósito de los objetivos nacionales obligatorios es proporcionar seguridad a los inversores y promover el desarrollo permanente de tecnologías que produzcan energía a partir de todas las fuentes de energía renovables”.
No dudo que los productores fotovoltaicos vamos a obtener finalmente justicia en este país o en el extranjero por lo que le ruego que, en el ejercicio del cargo que ostenta, aproveche la oportunidad que se le ofrece de ser beligerante en la defensa de los derechos fundamentales de la persona y, con ello, simultáneamente, defender el futuro de este país y su puesto entre los países dignos de este planeta.

Saludos cordiales,

En ………. a ……….. de ………….de 2011
Fdo: 
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